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Nos enfrentamos a desafíos de una proporción significativa que pueden afectar, de manera única, a las 
personas con discapacidades. Sin embargo, las personas con discapacidades tienen los mismos derechos 
que todo ser humano en la asignación de recursos médicos limitados (por ejemplo, acceso a las camas en la 
Unidad de Terapia Intensiva o ventiladores), de cara a una pandemia. Como nos ha recordado recientemente la 
Oficina de Derechos Civiles del Departamento de Salud y Servicios Humanos (HHS) de EE. UU., las leyes básicas 
de derechos civiles de los Estados Unidos, incluida la Ley de Estadounidenses con Discapacidades, prohíben la 
discriminación basada en raza, color, origen nacional, discapacidad, edad, sexo, ejercicio de conciencia y 
religión: 

A las personas con discapacidades no se les debería negar la atención médica con base a estereotipos, 
evaluación de calidad de vida, o juicios sobre el "valor" de un familiar de la persona basado en la 
presencia o ausencia de discapacidades. Las decisiones...concernientes a si una persona es candidato 
para tratamiento deberían basarse en un análisis individualizado del paciente basado en la mejor 
evidencia médica objetiva.1

En otras palabras, las políticas de elección (que determinan la prioridad del tratamiento a las personas basada 
en la severidad de sus condiciones) y las políticas de No Reanimación (NR) se deben determinar en "una 
evaluación individualizada del paciente basado en la mejor evidencia médica objetiva." De esta manera, ni 
políticas arbitrarias ni discriminatorias deben reconocer la dignidad innata de cada ser humano, como lo 
expresa nuestra Tradición Católica: 

Este es el fundamento de su preocupación respecto a la santidad de cada vida humana desde el 
momento de la concepción hasta la muerte. El primer derecho de la persona humana, el de la vida, 
implica un derecho a los medios para el desarrollo apropiado de la vida, tal como la atención de salud 
adecuada.2 

 A ningún ser humano se le debería negar atención. Respecto a tratamientos médicos específicos, el 
principio de justicia requiere de su prestación, incluyendo los esfuerzos de resucitación, deben basarse en 
criterios objetivos y documentados de la función de los órganos mayores, aplicados consistentemente y sin 
excepciones ni excenciones. En otras palabras, la evaluación inicial y repetible de cada paciente basada en la 
capacidad de la persona de beneficiarse del tratamiento, sin requerirse la "calidad de vida" actual o anticipada. 
Por ejemplo, si un hombre adulto con síndrome de Down, quien tiene una discapacidad cognitiva significativa 
pero sin problemas en sus órganos mayores, presenta funciones respiratorias afectadas debido al COVID-19, no 
se le debería negar un ventilador basado en una ética de que otros pueden contribuir más a la sociedad tras 
recuperarse o que lo merezcan más. 

Mientras que las órdenes de No Reanimación se pueden implementar con el consentimiento del 
paciente, o de una persona designada para tomar tal decisión, cada vez hay más reportes de que no se respeta 
este consentimiento. Hay veces en las cuales el tratamiento médico sería inútil y causa más daño que beneficio a 
la persona. Sin embargo, tales decisiones deben hacerse después de la revisión de un criterio psicológico 
objetivo, evaluado por personas no directamente involucradas en el caso, o en el cuidado de otros que estén 
compitiendo por los mismos recursos. Por ejemplo, un hombre de 45 años con cuadriplejía y fallo respiratorio 
no es probable que sobreviva el COVID-19, pese al deseo de la familia de que "se haga todo."  
 

1 Boletín Civil Rights, HIPAA, and the Coronavirus Disease 2019 (COVID-19), Oficina de Derechos Civiles, Departamento de Salud y Servicios Humanos de 
EE.UU. (28 de marzo de 2020).  
2 Conferencia de Obispos Católicos de Estados Unidos,  Ethical and Religious Directives for Catholic Health Care Services, 6th Ed. (2018), Part One. 



Sin embargo, los familiares necesitan ser informados de políticas transparentes, públicamente accesibles, 
incluyendo opciones de apelación legal, así como recibir la opción de transferir el tratamiento a otros 
proveedores que determinen. 

En tiempos de recursos limitados, la sociedad aún debe tratar de servir por el bien de cada ser humano. Sin 
embargo, tales decisiones nunca se deben tomar basadas en el valor social de una persona. Como sociedad, el 
concepto de solidaridad con nuestros prójimos dicta que las políticas de No Reanimación, o triaje y deben tratar 
a cada persona como un ser humano único e irreemplazable. Esto se aplica a todos los seres humanos, 
incluyendo las personas con discapacidades. Ellos tienen el derecho a tener acceso e impacto a políticas 
transparentes de asignación de recursos, para asegurar que se basen en criterios clínicos medibles y objetivos 
que puedan indicar si cada individuo evaluado se puede beneficiar de recursos médicos limitados. 

Todo paciente es digno de ser tratado, pero no todo tratamiento médico vale la pena de 
proporcionarse. Esta determinación debe basarse en una evaluación de un éxito potencial del tratamiento, y no 
en un juicio de valor sobre la persona que requiere la asistencia. Todas las personas, en todos los tiempos, son 
merecedoras de cuidado y compasión, así como de una evaluación de cuál de los tratamientos disponibles 
pudiera atender su situación médica inmediata. 

“Incluso los más débiles y vulnerables, los enfermos, los ancianos, los no nacidos y los pobres, son obras 
maestras de la creación de Dios, hechos a su imagen, destinados a vivir para siempre, y merecedores de la 
máxima reverencia y respeto.” -- Papa Francisco, mensaje del Día de la Vida, julio de 2013. 


